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			Prólogo

			La política como ámbito de innovación

			Daniel Innerarity

			El historiador Luciano Canfora narra de un tal monsieur de Languais, allá por las vísperas de la Revolución Francesa, que tuvo la desdicha de sufrir dos procesos, incoado uno por su mujer con la acusación de impotencia y el otro por una amante por haberle dado un hijo. Todo el mundo decía que al menos ganaría uno de los dos, pero en cambio los perdió todos. Esta historia ilustra muy bien el hecho de que con mucha frecuencia los humanos planteamos reclamaciones contradictorias o formulamos expectativas que no son compatibles.

			La relación entre la ciudadanía y sus gobernantes está llena de paradojas de este estilo. Podemos advertir una de ellas en la contradicción de acusar a la política de no innovar y exigir que se haga de un modo que imposibilita la innovación. Lamentamos que la política sea tan repetitiva, que no resuelva problemas, pero al mismo tiempo pretendemos someterla a un tipo de control que desincentiva a los políticos para tomar cualquier decisión arriesgada. Queremos políticos que no se equivoquen y que arreglen los problemas (para lo cual sería necesario arriesgar, incrementando así la posibilidad de equivocarse). La intención de controlar mejor a quienes nos representan no es solo legítima sino muy necesaria, pero ciertos modos de hacerlo tienen como efecto indeseado generar un tipo de políticos sin creatividad y un sistema político donde la seguridad se erige en valor absoluto. Pretendíamos empoderar a la ciudadanía y lo que hacemos es dar un poder excesivo a los funcionarios, guardianes de la rutina.

			La gran pregunta que nos deberíamos hacer es para qué están los políticos y para qué los necesitamos. Si recorremos todo nuestro sistema político, desde la gestión administrativa hasta el nivel de los representantes en la cúspide, constatamos una mayor incertidumbre en cuanto a las decisiones que se deben adoptar. La administración es un espacio donde el riesgo está muy reducido gracias a diversos protocolos y rutinas; en el plano más propiamente político es donde se toman las decisiones que, desde el respeto a los procedimientos administrativos, por supuesto, se refieren a asuntos para los que hay menos evidencias y más contingencia, donde se plantean las grandes orientaciones políticas. La confrontación ideológica es allí mayor precisamente porque las decisiones no están fijadas por una objetividad y unos saberes expertos indiscutibles. Allí están, por cierto, quienes tienen mayor legitimidad democrática porque elegimos a nuestros representantes políticos y no a nuestros funcionarios.

			Hay una zona de fricción entre la administración y los representantes políticos. El roce entre los criterios administrativos y las directivas políticas es beneficioso para ambos. Podríamos sintetizarlo en la idea de que la administración corrige la frivolidad de los políticos y los políticos corrigen el conservadurismo de los funcionarios. Cuando hablamos de autonomía de la administración o de primacía de la política no estamos hablando de una estricta separación o de una rígida jerarquía, sino de dos dimensiones de la gobernanza democrática que deben ser armonizadas. Este equilibrio parece haberse roto en beneficio de una forma de hacer política que responde con exactitud al modo en el que Foucault caracterizaba al poder como “pobre en recursos, parco en sus métodos, monótono en las tácticas que utiliza, incapaz de invención y como condenado a repetirse siempre a sí mismo”. Si nos resulta difícil contestar a la pregunta acerca de para qué sirve la política podríamos sustituirla por aquella que se plantea a quién beneficia esta despolitización.

			Los diagnósticos sobre los males de las democracias se dividen en dos grandes grupos: los que culpabilizan a los representantes y los que echan la culpa a los electores. Para los primeros, el mayor problema de la democracia sería la incompetencia de los políticos y la solución debería consistir en seleccionar a los mejores o, al menos, obligarlos a que nos escuchen y permitir una mayor presencia efectiva del pueblo en la toma de las decisiones: más participación, transparencia y rendición de cuentas. Para el otro grupo de diagnósticos el problema residiría en la irracionalidad de los electores, a quienes se les obliga a decidir sobre asuntos cuya complejidad los sobrepasa. En este caso las soluciones pasan por otorgar más competencias a los expertos y disminuir el control ciudadano.

			Por lo general, tratándose de cuestiones políticas, debemos sospechar de quienes lo confían todo a un tipo de solución. Desde que Aristóteles habló de la democracia como un régimen mixto se instauró un modo de pensar que busca equilibrar principios aparentemente opuestos. En este caso lo más razonable parece combinar ambos diagnósticos y confiar en las soluciones mixtas del tipo: tanta delegación como sea inevitable, tanta participación como sea posible; la democracia es un sistema político que pone en juego instituciones de la confianza e instituciones de la desconfianza, que confiere poder y está continuamente preguntándose si no se habrá excedido en esa delegación.

			Pero el error básico de ambos diagnósticos reside, además de en su unilateralidad, en el hecho de que lo fían todo a las propiedades de las personas (a los representantes o a los representados) y descuidan así una lección que la inteligencia de la democracia (Lindblom) nos ha enseñado después de tantos años de aprendizaje, avances y retrocesos: la democracia está hecha para el ser humano corriente y debe ser diseñada pensando en el común de los mortales, de modo que no haya que esperar demasiado de sus virtudes ni temer demasiado de sus vicios. Esperarlo todo del gobierno de los mejores o del pueblo sano es, además de un ejercicio de ingenuidad, una forma de elitismo o de elitismo invertido porque tan arrogante es pensar que las élites lo son porque son mejores como pensar que el pueblo es siempre mejor que quienes lo representan.

			La verdadera solución pasa, a mi juicio, por el diseño institucional y las condiciones sistémicas. La política no tiene los medios para designar a los mejores ni para hacernos sustancialmente mejores, pero sí para configurar unas instituciones que dificulten ciertas prácticas estúpidas y posibiliten unas interacciones que nos hagan colectivamente más inteligentes sin necesidad de que seamos demasiado listos. Pongamos como ejemplo el asunto de la corrupción. Si es cierta la estadística que leí en cierta ocasión en una revista americana, hay en nuestras sociedades un porcentaje de santos –digamos que un cinco por ciento–, que devolverá siempre una cartera encontrada en la calle aunque no le habría pasado nada por quedársela y otro porcentaje similar que se la quedará siempre aunque todo el mundo los vea. Lo primero nos resulta admirable y lo segundo no deja de sorprendernos, como cuando nos preguntamos, al ver desfilar a ciertos ladrones por los tribunales, cómo es posible que se hubieran considerado impunes. Para esos dos grupos es casi irrelevante el tipo de legislación que haya porque actúan así con independencia del aplauso o el castigo. El resto de la humanidad, pongamos que un noventa por ciento, somos personas sensibles a los incentivos de diverso tipo para hacer lo no haríamos si no hubiera incentivos. Cuando hablo de diseño institucional estoy refiriéndome precisamente al gobierno de ese noventa por ciento que obrará mejor o peor dependiendo de que esté vigilado, de la información disponible, la amenaza del castigo o las facilitaciones que se le proporcionen. En materia de corrupción, no se trata tanto de poner en las instituciones a gente incorruptible sino de dificultar la corrupción con todos los mecanismos de control que sean aconsejables; el comportamiento fiscal mejora no en virtud de la generosidad de los contribuyentes, sino con inspección e incentivos; reciclamos mejor cuando no dan la información adecuada y nos facilitan los puntos de depósito correspondientes...

			Mi perspectiva a la hora de hablar de estos asuntos es, desde hace años, sistémica porque estoy convencido de que la mayor parte de las cosas que hacemos mal no se deben a una maldad intrínseca que tendríamos los humanos, sino al hecho de que estamos metidos en unas dinámicas fatales que nos hacen peores y más torpes de lo que somos. La sociedad está llena de disfuncionalidades cuya verdadera solución no es predicar la conversión personal, sino configurar las instituciones de gobierno y la cultura política de manera que no se produzcan. La crisis económica anterior no tuvo su origen en los estafadores o en que viviéramos por encima de nuestras posibilidades (las dos interpretaciones favoritas de los moralizadores de la izquierda y de la derecha) sino que se debió a una mezcla fatal de riesgos encadenados en un momento de débil gobernanza global; nuestros representantes políticos no son especialmente agresivos, pero si el entorno en el que se mueven está inflamado por las redes sociales y reina un cortoplacismo devorador se pueden convertir en auténticos depredadores; los economistas llevan tiempo advirtiéndonos del problema de las muchas manos en virtud del cual la presencia de bienes comunes que escapan del clásico marco de gestión estatal –y que podrían ser una magnífica ocasión para repensar el mundo en el que vivimos– se convierte en un escenario de irresponsabilidad generalizada. Si un sociólogo extraterrestre nos visitara tal vez concluiría que, a la vista de nuestras prácticas dañinas, la torpeza con que gestionamos crisis como la climática o el hecho de que entremos en unos combates de los que solemos salir con menores ganancias que las que hubiéramos obtenido con una disposición cooperativa, los terrícolas somos seres empeñados en perjudicarnos a nosotros mismos.

			La función de la política en una sociedad democrática es anticiparse al informe que podría haber hecho ese imprevisible visitante espacial: procurar una perspectiva general, facilitar a cada participante una visión de conjunto, equilibrar los intereses en juego de manera que haya una máxima ganancia general, sustituir siempre que sea posible el conflicto por la colaboración, advertir de los riesgos exagerados y sus posibles encadenamientos fatales.

			Los textos que se recogen en este libro son un buen ejemplo de pensamiento para la creatividad política. En ellos se pasa revista a algunos conceptos centrales de la democracia con diversas perspectivas, pero con el mismo objetivo de entender qué hay de nuevo en el mundo contemporáneo que exige una renovación conceptual. Quien lea estos textos que tengo el honor de prologar tendrá un observatorio para divisar los fenómenos analizados con mayor profundidad y obtendrá así unos instrumentos para hacer valer su ciudadanía crítica.

		


		
			Introducción

			Elsa Llenderrozas

			Nuestra historia del siglo XX estuvo marcada por los golpes de estado y las interrupciones institucionales. Que la democracia argentina inaugurada en 1983 haya cumplido 40 años ininterrumpidos es de por sí un hecho histórico para celebrar. Más sorprendente aún es que lo haga en un contexto de recesión democrática a nivel global. Pero estas cuatro décadas de proceso democrático están llenas de claroscuros: muestra la consolidación democrática como régimen político, pero con un creciente desapego de su sociedad; la ampliación de derechos individuales y colectivos a la vez que un aumento de la pobreza y la indigencia sin cobertura de necesidades básicas. Hemos recorrido un camino histórico lleno de logros, pero también de frustraciones. 

			Este libro reúne diferentes miradas de cientistas políticos, académicos, especialistas en sus áreas temáticas, de distintas universidades y centros de estudios argentinos y extranjeros. El contenido es un recorte parcial de todo este proceso, ya que se incluyen solo algunas dimensiones del fenómeno político y social. No ha tenido la pretensión de abarcarlas a todas. Sí pretende ofrecer un análisis plural, orientado a un público general, que sin ser cientista político pueda comprender elementos de esta evolución histórica del sistema político y de la sociedad argentina de las últimas cuatro décadas.

			En el contexto de incertidumbre que atraviesan las democracias a nivel global, Andrés Malamud y Yanina Welp subrayan la estabilidad del sistema político argentino desde 1983 hasta ahora, pero advierten que las recurrentes crisis económicas comienzan a socavar el apoyo a la democracia de la ciudadanía y el marco político institucional. Incluso esa estabilidad política puede estar cambiando a partir de la victoria de un outsider en las elecciones de 2023, sumado a la convivencia de diferentes proyectos de país en disputa. Sostienen que la fragmentación electoral y la volatilidad de los partidos han sido marginales hasta ahora porque el país posee instituciones que protegen a los insiders y complican a los outsiders: la elección escalonada; la subrepresentación de la provincia de Buenos Aires y sobrerrepresentación del interior; la boleta partidaria, las primarias abiertas simultáneas y obligatorias (PASO). Los partidos tienen el monopolio de la postulación de candidaturas, y las reformas electorales más recientes han creado incentivos para evitar la proliferación de partidos. Por eso plantean otro interrogante: si Argentina dejará de ser un “cementerio de terceras fuerzas” y si será viable el proyecto de poder de La Libertad Avanza, que no necesitó alianzas para ganar, pero carece de gobernadores y es “hiperminoritaria” en el Congreso. Lo novedoso es que al cumplir 40 años “la Argentina se entregó al voto antiestablishment, el pueblo aparece cautivado por un outsider, alguien sin responsabilidad en el fracaso pasado y que empatiza con el enojo de la gente común.” El último interrogante es ¿por qué la política no pudo resolver la crisis económica? A la que los autores esbozan una respuesta tentativa.

			Otro aspecto relevante para analizar es el de la cultura política argentina. Con la recuperación democrática comenzó una profunda transformación cultural de la Argentina. María Esperanza Casullo explora ese cambio y subraya que el mayor logro ha sido la casi total eliminación de la violencia política. Considera crucial el papel de actores políticos, sociales y de liderazgos individuales –como el de Raúl Alfonsín al ordenar juzgar a las Juntas Militares bajo la justicia civil–. En su capítulo explora el legado del movimiento anti-autoritario de una idea de ciudadanía democrática basada en la solidaridad con la víctima, y la aceptación universal de la protesta como método de expresión democrática a partir de 1983. Para Casullo “lo que define el carácter único de la transición democrática argentina con respecto a otros del continente es que su principal actor, teórico y líder no fue el sistema político sino la sociedad civil”. Estos actos colectivos e individuales fueron internalizando en la sociedad el significado de la democracia y de la ciudadanía. Con el movimiento de derechos humanos se creó una fuerte corriente social de solidaridad con las víctimas de la violencia estatal y política, más allá de su pertenencia partidaria o de su ideología. El segundo legado de la transición es la legitimación del uso de la movilización pública de protesta como herramienta de presión política. Casullo nos recuerda que ocupar el espacio público como forma de presionar a los representantes forma parte de nuestro mito fundacional y de nuestra cultura política, y que “gobernar la Argentina requiere contener y encauzar el activismo de los sectores sociales más diversos”. Pero también nos advierte de la existencia de factores que pueden erosionar la vitalidad de la democracia argentina.

			Desde una mirada histórica y una perspectiva comparada regional, uno de los grandes logros de la democracia argentina ha sido la aprobación por unanimidad de la Constitución Nacional de 1994. Darío Luna analiza el impacto institucional de este proceso: la incorporación de diferentes institutos como la limitación del mandato presidencial a cuatro años y la reelección, el tercer senador por provincia, la figura del jefe de gabinete, el consejo de la magistratura, entre otros. Subraya que han pasado cuatro décadas de ampliación de derechos y aprobación de normas que impactaron en la vida cotidiana de la sociedad argentina: divorcio vincular, patria potestad compartida, matrimonio igualitario, identidad de género, derecho al voto desde los 16 años, ley de paridad, etcétera. La reforma de 1994 también resultó oportuna en la ampliación de la “legitimidad activa” para la ciudadanía y los “derechos de tercera generación” ausentes en la anterior constitución: habeas corpus, habeas data, las relaciones del consumidor y el medioambiente. Al mismo tiempo introduce una mirada crítica sobre los “decretos de necesidad y urgencia” como la inclusión de una atribución legislativa en manos del ejecutivo y sentencia que “la incorporación de esta figura en la reforma constitucional constituye una notable “claudicación” en el proceso de reinstauración republicana”. Esto nos provee de un análisis útil para comprender los sucesos actuales.

			Juan Manuel Abal Medina y Juan Pablo Ruiz Nicolini se enfocan en un elemento central de toda democracia: los partidos políticos. Analizan en detalle las principales características de los partidos políticos argentinos y el sistema partidario que conforman y como han ido cambiando en las últimas cuatro décadas. La explicación sobre la “estructura de la competencia predominante y polarizada” anclada en procesos políticos, económicos y sociales del pasado es útil para comprender las diferencias con las tendencias actuales. Su estudio se remonta a los orígenes de los partidos políticos, sus fortalezas electorales, sus bases de apoyo social y su posicionamiento ideológico-programático. También abordan el modo en que las instituciones impactan en la política partidaria y como han sido las distintas configuraciones que desde 1983 a la fecha ha asumido nuestro sistema de partidos: bipartidismo clásico, pluripartidismo moderado, pluripartidismo asiméticro, bicoalicionismo polarizado. Nos muestran algunos indicadores numéricos que explican su transformación en estos 40 años y plantean las principales tendencias que parecen consolidarse de aquí en más: territorialización, fragmentación, “ambaización” y normalización. 

			Comprender el funcionamiento del sistema político argentino también requiere abordar el análisis de las coaliciones políticas. Paula Clerici y Facundo Cruz estudian las coaliciones políticas con una perspectiva multinivel: los partidos políticos atienden múltiples tableros de juego a la vez (nacional, provincial y municipal). Cómo se forman las coaliciones cuando los partidos políticos compiten en distintos niveles y distritos en el territorio, por distintos cargos y con diferentes reglas electorales, sabiendo que las decisiones de un nivel tienen impactos en los otros. Este capítulo nos ayuda a comprender el fenómeno de la desnacionalización de los partidos, la proliferación de partidos de orden subnacional, las reglas que facilitan la construcción de coaliciones multinivel y el grado de congruencia que muestran esas alianzas. Nos plantea interrogantes hacia adelante, particularmente en momentos en que irrumpe un nuevo jugador en la política, La Libertad Avanza: en qué condiciones se llegan a acuerdos electorales, cuáles son las estrategias, los recursos y las reglas que los partidos disponen para alcanzar estos objetivos.

			Las elecciones constituyen otro pilar fundamental de los procesos democráticos. Miguel De Luca analiza distintas dimensiones de las elecciones desde 1983 al presente a partir de seis preguntas clave: ¿quiénes pueden votar?, ¿cómo se vota?, ¿qué se vota?, ¿a quién se vota?, ¿cómo se aprueban las reglas del voto? y ¿cuánto cuenta cada voto? Este capítulo analiza todos los cambios que ha sufrido el sistema electoral en las últimas cuatro décadas: la eliminación del Colegio Electoral, la incorporación de la doble vuelta o balotaje, la ampliación del derecho a voto de nuevos grupos (residentes en el exterior, voto joven, etcétera), la incorporación de las elecciones primarias abiertas simultáneas y obligatorias (PASO) y la paridad en la selección de candidaturas. También analiza el fenómeno de la “desigualdad del voto debido al lugar de residencia” y los cambios introducidos en la ampliación de la mayoría para la aprobación de reformas electorales. Este trabajo nos permite comprender en profundidad los cambios de las leyes electorales y los efectos políticos que tienen, ya sea en la competencia, en la representación y en la calidad de nuestra democracia.  

			María Inés Tula analiza el derrotero de la participación política y el acceso a la representación de las mujeres en las cuatro décadas de democracia. Se focaliza en los efectos de la Ley de Cupo Femenino y la Ley de Paridad en la ocupación de cargos legislativos y las dificultades de su implementación, al mismo tiempo que compara con el acceso a cargos ejecutivos nacionales y subnacionales. Uno de los grandes logros de este proceso histórico que se inicia en 1983 es el de la ampliación de los derechos políticos de las mujeres: “con la ley de cupo Argentina se convirtió en el primer país del mundo en aprobar una iniciativa que obligara a los partidos a incorporar mujeres en sus listas.” La autora enumera los múltiples desafíos por delante: corregir el cumplimiento minimalista y burocrático que hacen los partidos políticos de la normativa vigente; promover que la justicia electoral acompañe el sentido de la ley de paridad y la incorporación de acciones afirmativas que están en la constitución nacional de 1994 y, por último, avanzar hacia normativa que garantice la “paridad horizontal”. Son transformaciones de largo aliento, que requieren su institucionalización y el compromiso de todos los actores del sistema político argentino.

			El federalismo y la política subnacional es otra dimensión que se ha transformado de manera significativa desde 1983. Carlos Gervasoni analiza en detalle el “proceso de desnacionalización” o “territorialización” de la política provincial y explica las características del federalismo argentino que se han ido consolidando en las cuatro décadas de democracia. Nos explica por qué las provincias son poderosas y autónomas, ya que tienen su propia constitución y sus propias reglas electorales, controlan políticas públicas clave (educación, salud pública, etcétera), recursos naturales y grandes aparatos estatales. Pero son a la vez débiles o dependientes de la coparticipación federal. Por qué podemos hablar de un país muy heterogéneo, con provincias productivas y otras rentísticas; con algunas que son democráticas y otras “autoritarias”. Por último, plantea el problema político de la sobre-representación de las provincias pequeñas y de lo que llama provincias de “Bajo Mantenimiento”. Y como caso especial describe a la provincia de Buenos Aires como la “Atrapada sin Salida”: la gran perdedora en términos fiscales y legislativos, que concentra la mayoría de los pobres del país y un declive significativo en los indicadores de desarrollo desde 1983. Resolver los problemas asociados al federalismo –Ley de Coparticipación Federal mediante– es uno de los grandes desafíos que tiene la política argentina por delante.

			Con la continuidad de la democracia y, particularmente de las elecciones, se fueron profesionalizando las campañas electorales, la comunicación política partidaria y gubernamental. Los estudios de opinión pública, las mediciones del humor social y las estrategias de campaña evolucionaron rápidamente y se multiplicaron a medida que se sumaron nuevas instancias de votación. Uno de los cambios más novedosos fue la incorporación de los debates televisados, en especial los debates presidenciales a partir de 2015. Martín D’Alessandro, Lucía Caruncho y Belén Amadeo hacen un detallado análisis de la literatura y la teoría especializada en la materia. Analizan los antecedentes de los debates en la política argentina, su incorporación en la normativa electoral, cómo es su organización y hacen una evaluación de los impactos sobre los resultados electorales. Los autores demuestran la relevancia que la sociedad argentina le ha dado a los debates como una oportunidad de conocer las propuestas electorales y las personalidades de los candidatos. A 40 años de democracia, la ciudadanía ha incorporado a los debates presidenciales como fenómeno político mediático, que logra récords de audiencia televisiva y fija la agenda política previa a las elecciones.

			El Estado también ha sufrido profundas transformaciones desde el retorno a la democracia. Maximiliano Campos Ríos analiza los cambios en la institucionalidad estatal, poniendo el foco en el Poder Ejecutivo en tanto órgano central en las democracias presidencialistas. Explora la evolución de la estructura del gabinete presidencial desde 1983. En su perspectiva, “la política argentina es más una historia del quehacer del presidente y su gabinete, que del accionar judicial o legislativo,” donde han jugado un rol importante los “decretos de necesidad y urgencia.” Este estudio demuestra que la mayoría de los presidentes se basaron en una Ley de Ministerios del último régimen autoritario para conformar su gabinete, que le permite al presidente designar y remover ministros a su discreción, sin necesidad de la aprobación del Congreso. También se evalúan los efectos de la creación de la figura del Jefe de Gabinete con la constitución de 1994 en la distribución de poder y en la administración del Estado. En cuanto a la relación entre lo público y lo privado, los gobiernos democráticos han oscilado entre dos tendencias: un paradigma organizacional que entiende al Estado como un actor fuerte e interventor en la economía, y un paradigma organizacional basado en una menor intervención estatal y en la modernización de la administración pública a partir de principios de eficiencia y eficacia. Finalmente, el autor explora lo que denomina el paradigma del Estado Abierto: la adopción masiva de plataformas virtuales que están transformando en un todo la morfología del aparato estatal, su eficiencia, accesibilidad y transparencia, planteando nuevos desafíos y oportunidades.

			La estructura social argentina también ha sufrido profundas transformaciones durante los 40 años de democracia. El Estado no ha estado ajeno a esos cambios. Por el contrario, ha crecido como acto reflejo del conjunto de necesidades insatisfechas. Gustavo Gamallo examina lo que denomina “la paradoja de la política social argentina”: desde 1983 la democracia muestra una expansión extraordinaria de la política social, un robustecimiento del Estado social, pero al mismo tiempo exhibe un creciente “malestar social”, el empeoramiento de las condiciones de existencia de la sociedad argentina. Para demostrar esta afirmación el autor analiza la evolución de los servicios de educación, salud, régimen previsional, vivienda social, programas alimentarios y de transferencia de ingresos, gasto social y políticas de cuidado entre 1983 y 2019. Estudia en profundidad lo que considera como distintos momentos que atravesó la política social: desde la “reparación” a la “pospandemia” y plantea los principales desafíos del futuro inmediato: impulsar reformas capaces de detener la decadencia económica y construir una nueva arquitectura del Estado social, acorde con la sociedad del siglo XXI.

			Desde mitad del siglo XX el sindicalismo ha sido uno de los principales actores políticos y sociales de nuestro país, con capacidad para incidir sobre la política pública aún en contextos de crisis económica. Enzo Benes analiza el nivel de influencia del sindicalismo en la toma de decisiones políticas en el periodo de consolidación democrática. Toma como punto de partida las características del sindicalismo clásico -orígenes, consolidación, expansión- y analiza los cambios experimentados por este actor luego del proceso de transición democrática en 1983. En particular, se focaliza en el proceso de “desindicalización” del peronismo que desafía su capacidad para seguir participando activamente en el plano electoral y legislativo. Resulta relevante la comparación del papel del sindicalismo en las distintas áreas de incidencia: la arena partidaria, la legislativa, la del diálogo social (tanto a nivel sectorial como nacional) y la de servicios. El capítulo se concentra en la trayectoria de los grandes sindicatos peronistas del sector privado, dado que es el actor que más influencia alcanzó sobre la política pública durante el periodo democrático.

			La agenda externa constituye otra dimensión relevante del proceso democrático iniciado en 1983. Juan Pablo Laporte se focaliza en el estudio de las relaciones exteriores durante los 40 años de democracia, reconstruyendo una trayectoria histórica que articula la institución presidencial y la política internacional. A lo largo del capítulo se aplica un esquema de análisis que relaciona los tipos de presidencias con los modelos de política exterior de cada periodo de gobierno desde la vuelta a la democracia. La política exterior, entendida como política pública orientada a relacionar el país con el sistema internacional, desarrolla un modo de actuar externo que se consolida como patrón de inserción internacional. El capítulo demuestra cómo a lo largo de las cuatro décadas de democracia el país ha experimentado distintos modelos: desde una combinación de institución presidencial de transición con política exterior de prestigio internacional (Raúl Alfonsín) hasta una presidencia condicionada que ejecutó una política exterior ambivalente (Alberto Fernández).

			El libro concluye con el capítulo de Oscar Oszlak, donde se reexamina el proceso de democratización argentina en perspectiva comparada regional. El análisis se guía por los debates académicos presentes en los años noventa, donde predominaban las dudas sobre la continuidad de las democracias asediadas por crisis económicas, la calidad de los propios regímenes democráticos y las posibilidades de retorno al autoritarismo. El autor destaca lo paradójico del proceso: que, a pesar de las crisis económicas y sociales, los intentos de golpes de Estado y de desestabilización política, la gran mayoría de los países de la región mantuvo el carácter democrático de sus gobiernos. La democracia prevaleció en todos los casos. El autor reproduce los interrogantes imperantes en aquella época y los compara con el debate en las décadas posteriores, considerando la experiencia latinoamericana y algunos aspectos específicos del caso argentino. Sin duda, plantea una aproximación omnicomprensiva de los problemas de nuestro tiempo: el rol del Estado, la estabilidad democrática ante el deterioro económico, el problema de la legitimidad, la calidad institucional, la ciudadanía y el desapego hacia el régimen democrático.

			Los diferentes enfoques y aproximaciones exponen los avances y retrocesos de nuestra democracia en estas cuatro décadas de existencia. Una democracia que enfrenta nuevos desafíos institucionales, políticos, sociales, incluso tecnológicos y digitales. Este libro busca contribuir a la comprensión de esos nuevos retos y a reflexionar sobre sus soluciones. 

			Como obra colectiva y en nombre de sus autores y autoras quiero agradecer la oportunidad que nos brinda la Editorial Eudeba, y especialmente a su presidente, Gonzalo Álvarez. Asimismo, nuestro agradecimiento a Esteban Lo Presti por su paciente trabajo de edición. 

		


		
			La Argentina: un país de insiders gobernado por un outsider

			Andrés Malamud y Yanina Welp

			En la Argentina de 1983, actores relevantes pensaron que la democracia se creaba en la primera elección de la transición. Esa “ilusión de la fundación instantánea ocultó no solo que la convivencia democrática supone duros trabajos y desacuerdos constantes, sino también que su construcción es, en realidad, interminable” (Smulovitz, 2023). Cuarenta años después, las elecciones presidenciales abrieron un nuevo ciclo –como ocurrió tras la crisis de media edad de 2001, en que el sistema se reconfiguró, elecciones de por medio–. No es más de lo mismo; tampoco se hizo tabula rasa, ni entonces ni ahora. Que el árbol –el debate sobre las causas y consecuencias de la victoria de Javier Milei– no tape el bosque: la democracia argentina cumple cuatro décadas y no corre peligro de muerte súbita, aunque se acumulen señales de erosión. Por eso, sin dramatismo ni exitismo, estamos ante un hecho histórico. Para hacer balance de estos cuarenta años hace falta poner luces largas. 

			Desde 1983, los tres poderes constitucionales han funcionado, las fuerzas armadas han perdido la capacidad y la voluntad de inmiscuirse en política, las elecciones son limpias y permiten canalizar las preferencias ciudadanas. Sin embargo, la economía va de crisis en crisis y comienza a tener consecuencias sobre la valoración democrática de la ciudadanía y sobre el marco institucional que por cuatro décadas ha organizado la competencia político-partidaria.

			En particular, desde 2001 la política argentina ha sido políticamente estable. El kirchnerismo ganó cuatro de las últimas cinco elecciones presidenciales: 2003, 2007, 2011 y 2019. Esto sugiere un sistema hegemónico. Sin embargo, el mismo kirchnerismo perdió cuatro de las últimas cinco elecciones intermedias: 2009, 2013, 2017 y 2021. No fue alta volatilidad, porque un porcentaje relativamente pequeño del electorado era el que iba determinando los resultados. Tampoco fue bloqueo, porque todos los presidentes lograron negociar parte de su agenda. Lo que esto sugiere es un equilibrio de poder: el electorado elegía a un partido para que gobierne y, a los dos años, votaba a otro para limitarlo. Alternancia e incertidumbre en los resultados, dos claves de lo que constituye una democracia.

			Este bipartidismo (o bicoalicionismo), aparentemente sólido, combinó el recambio en el poder con limitaciones para ejercerlo. Ninguna coalición logró la suma del poder público porque ambas conservaban capacidad de veto, y así se sostuvieron mutuamente. Entre victorias y derrotas pendulares, el sistema político estuvo siempre empatado. Durante este periodo, la vinculación del peronismo con los sindicatos y las organizaciones sociales de base y la llegada de Juntos por el Cambio a las clases medias sostuvo la representación (Welp, 2023). 

			En las elecciones de 2023, y contra todo pronóstico, triunfó un outsider. Contra todo pronóstico basado en datos electorales, porque la representación no había dado señales de una crisis tan profunda en el ciclo electoral previo (en la elección legislativa de 2021 votó el 71 % de la población, y los dos espacios mayoritarios acumularon el 75 % de los votos.) Los cambios en la estructura del trabajo, con mayor incidencia del cuentapropismo por sobre el empleo formal, con lo que esto conlleva para las negociaciones colectivas en un país con sindicatos aún poderosos (Torre, 2019); y la evolución de las preferencias ideológicas, en especial de la juventud, sí permitían anticipar este viraje (Brusco, 2023; Arena, 2023).

			Javier Milei triunfó en segunda vuelta con el 55,7 % de los votos frente al 44 % de Sergio Massa, abriendo un nuevo ciclo. Los cuarenta años de democracia han mostrado que incluso las reconfiguraciones posteriores a las grandes crisis económicas (de 1989 y, en especial, la de 2001), que parecieron hacer estallar todo por el aire, hicieron caer las piezas no tan lejos de donde estaban. ¿Pasará otra vez? Este trabajo pone en perspectiva regional a la Argentina, analiza los modelos de país en disputa e identifica sus dimensiones fundamentales para comprender los escenarios que se abren.

			El rompecabezas regional

			Si consideramos las dimensiones económica y política, en 2023 los países de América Latina se pueden clasificar en cuatro. Un pequeño grupo tiene la macroeconomía estable y la democracia sana, otro falla en ambos cuadrantes. Los restantes grupos son estables en una dimensión e inestables en la otra. La Argentina se ubicaba en el que mostraba la democracia sana y la macroeconomía rota. Especularemos aquí sobre su eventual permanencia en ese grupo.

			Uruguay ofrece el mejor ejemplo de estabilidad macroeconómica y política. Chile y Costa Rica se ubican también en este grupo, aunque sus sistemas políticos están en mutación. Ahora, los cambios en el patrón de competencia no necesariamente implican erosión de la democracia y esto es algo a lo que cabe prestar mayor atención. 

			Un segundo grupo de países tiene la macroeconomía en ruinas y la democracia rota. Los ejemplos sobresalientes son Venezuela y Nicaragua (además de Cuba, donde la legitimidad del régimen no reside en las elecciones sino en la revolución). 

			Entre los dos grupos extremos se sitúan otros dos, cuyos referentes sobresalen. En el de la macroeconomía estable y la política descompuesta se destaca Perú. En el de la política estable y la economía en desgracia brillaba la Argentina hasta 2023.

			En los países en que la economía y la política funcionan, existen partidos que respetan las reglas del juego y tienen incentivos para cooperar. En Uruguay, además, existen canales que permiten a los grupos organizados (sindicatos, partidos, organizaciones de la sociedad civil) activarse para vetar o promover cambios constitucionales. Los países en que nada funciona tienen en común la presencia de un actor que se ha convertido en hegemónico por medios cada vez menos democráticos. Gobiernan mal, además, porque enfrentan la neurosis del dictador: desconfían de todos, no existen los errores, no existen las alternativas.

			Concentrémonos en los dos grupos intermedios y analicemos primero la economía. Perú tiene el mismo presidente del Banco Central desde hace 17 años: lo nombró Alan García en 2006 y lo ratificaron todos los presidentes subsiguientes cada cinco años. Su inflación ronda el 3 % anual, y se financia en los mercados internacionales al 2 %. En el mismo periodo, la Argentina tuvo ocho presidentes del Banco Central, su inflación supera el 150 % anual y nadie le presta un dólar. 

			Ahora analicemos la política. Todos los expresidentes peruanos están prófugos, presos o suicidados para no ir presos. De los más recientes, a partir de 2016, ninguno terminó su mandato. Los partidos políticos tradicionales se disolvieron: en la última elección presidencial, los dos candidatos más votados sumaron el 32 % de los votos. Mientras tanto, todos los presidentes argentinos desde 2003 terminaron su mandato y ninguno está preso, aunque una esté condenada en primera instancia. Pese a que las elecciones presidenciales de 2023 implicaron un cambio radical en el patrón de competencia establecido desde 2003, los partidos tradicionales siguen gobernando la mayoría de los municipios y todas las provincias del país.

			Perú tiene la macroeconomía sana y la política rota. En diciembre de 2022 el presidente Castillo fue destituido después de un confuso intento de cerrar el Congreso. Los hechos derivaron en una escalada de violencia que provocó decenas de muertes. A pesar de la crisis política (el informe V-Dem 2023 habla de “implosión democrática en Perú”), la economía sigue mostrando señales de estabilidad. Dice el informe del Banco Mundial de abril (2023), que “los fundamentos macroeconómicos de Perú continúan siendo sólidos”, con una deuda pública baja, considerables reservas internacionales y un banco central confiable. Sin embargo, el peso del sector informal, la baja calidad de los servicios públicos como la educación, la salud y el abastecimiento de agua siguen siendo desafíos a superar. La estabilidad económica no resuelve los problemas sociales si la política se rompe, y con ella, las bases para sostener la democracia. 

			¿Qué implica el triunfo de Javier Milei para estas consideraciones? La evidencia disponible sugiere que su llegada implica una ruptura de los lazos previos de representación, en que el hartazgo de la ciudadanía condujo a un distanciamiento abrupto con los políticos profesionales. A la vez, es difícil disociar la victoria apabullante de Milei del respaldo otorgado por el expresidente Mauricio Macri. La designación del primer gabinete refirma las sospechas de que la casta está en orden. Hoy el problema no es la fragilidad de la democracia sino la crisis de gobernabilidad, que el nuevo presidente intenta sortear combinando figuras emergentes con políticos experimentados.

			Tres modelos de país

			Desde el surgimiento del peronismo, la sociedad argentina se estructuró políticamente alrededor de dos sectores: los asalariados sindicalizados y las clases medias. Ya no. La falta de crecimiento económico y la incipiente informalidad del mercado laboral han erosionado a ambos sectores, creando un tercer espacio sociopolítico.

			Excluidos de los mercados de empleo formal y desprovistos de formación profesional, cada vez más pobres pueblan la sociedad que unos definen como de economía social y solidaria, y otros como la del subsidio, por contraposición con la sociedad del salario y la organización regulada del trabajo (Torre, 2019). Las organizaciones sociales pretenden representar a los primeros como los sindicatos representaban (y en alguna medida todavía representan) a los trabajadores. La contraparte, sin embargo, no son los empresarios sino el Estado, de donde proviene su financiamiento. La economía popular es una rueda de auxilio para contener el fenómeno, pero insuficiente para generar dinamismo social o desarrollo productivo. La profundización de la crisis económica, a su vez, le pone límites a esa posibilidad de contención de sectores cada vez más empobrecidos.

			El peronismo, en cuanto representante político de los asalariados sindicalizados, hace tres décadas que viene transformando su estructura para depender menos de los sindicatos y más del presupuesto estatal (Levitsky, 2003). Hoy, la etapa de las organizaciones sociales comienza a trascender al sindicalismo y al peronismo identitario: cuando el financiador es el Estado, cualquier partido que lo administre puede contener y distribuir. Esto redujo la capacidad de intermediación política del peronismo, que ha perdido el monopolio de la cercanía y el control de la calle.

			Para vislumbrar la política que viene es necesario leer la sociedad que ya llegó, cuya característica central no es la desigualdad sino la exclusión. Hoy, al menos una parte de los sectores populares visualiza a los asalariados como privilegiados y al peronismo como el establishment. El peronismo ha perdido el monopolio de la representación popular, pero esa representación no ha sido reemplazada por liderazgos sociales que puedan conducirlos sino por el rechazo y la bronca con los que La Libertad Avanza (LLA) supo conectar durante el proceso electoral de 2023.

			De momento, cambió el contexto y el perfil sociodemográfico de las adhesiones, pero siguen conviviendo tres proyectos en disputa. Uno aspira a sostener un Estado asistencial, el modelo kirchnerista de planes sociales que contienen a los sectores populares sin alterar la estructura productiva. No resulta sostenible porque el bajo crecimiento limita la disponibilidad de recursos, mientras la inflación penaliza a los sectores más vulnerables (Gerchunoff y Kacef, 2016). Relevante para la reflexión sobre la democracia en la Argentina es considerar que el clientelismo no implica cooptación acrítica. Los movimientos sociales organizados ejercen su poder de forma relativamente autónoma y con agenda propia, que coincide parcialmente pero no se superpone con la del gobierno (Natalucci y Mate, 2021; Lissidini y Welp, 2023). Tras las elecciones presidenciales de 2023, este proyecto ha quedado temporalmente marginado – pero cabe esperar su reactivación cuando se inicie la movilización liderada por sindicatos y organizaciones sociales.

			Un segundo grupo plantea un modelo vinculado a la etapa menemista: combina a grupos libertarios, la derecha radicalizada y algunos sectores empresariales que identifican al problema con el Estado y reivindican una idea de Estado mínimo. Aunque esto no parecía factible en una Argentina con altos niveles de organización social y prácticas aceitadas de resistencia social, es lo que ha triunfado con Javier Milei. El lado positivo de esta emergencia disruptiva es su consolidación como opción democrática. Decía Torcuato Di Tella (1998) que la Argentina, como es habitual en países desarrollados, tenía fuerte presencia de grupos organizados (asociaciones empresariales, sindicales, profesionales, ruralistas, Iglesia) pero un sistema de partidos deficiente. Él lamentaba la falta de una derecha electoralmente fuerte, la continuada fortaleza de un partido de centro independiente de organizaciones empresariales y sindicales y la ausencia de una expresión socialdemócrata de las clases populares. El año 2023 encuentra al país con un menor anclaje de un partido de centroderecha y uno mayor de un partido de derecha que, lejos de cambiar las dinámicas preexistentes, parece haberlas profundizado. La pregunta del millón es si estas políticas son sostenibles en el tiempo.

			Un tercer grupo, el que combina menor capacidad de movilización con mejores antecedentes internacionales, buscó implementar un modelo socialdemócrata clásico, combinando justicia social con reformas económicas que lo hicieran sostenible. La Unión Cívica Radical representó esta opción en la historia reciente, en particular con el gobierno de Raúl Alfonsín, pero falló en estabilizar la economía. Di Tella insinuaba en el citado estudio que el problema de este partido de centro era su rechazo a cualquier vinculación institucional con los sindicatos, los grupos de interés e incluso la Iglesia, lo que limitó su capacidad de arraigo. ¿Cuál será la estrategia filorradical con esta reconfiguración que se abre? ¿Y qué papel jugarán las instituciones en la estabilización de la competencia?

			Un sistema electoral y federal que estabiliza la competencia

			El desafío más frecuente para las democracias contemporáneas es la fragmentación electoral y la volatilidad de los partidos. En la Argentina, estas tendencias habían sido marginales hasta ahora porque el país se rige por un conjunto de instituciones diseñadas para proteger a los insiders y complicar a los outsiders. En primer lugar está la elección escalonada: al elegirse el Senado por tercios y la Cámara de Diputados por mitades, la distribución de bancas no refleja la última elección sino las dos y tres últimas. Los partidos flash, que aparecen de repente, están condenados a la subrepresentación o a articular alianzas y limitar sus credenciales anticasta. Así, Milei consiguió el 30 % de los votos en la primera vuelta, pero tendrá que iniciar su gobierno con menos del 15 % de los diputados y el 10 % de los senadores.

			En segundo lugar, la proporcionalidad en la distribución de bancas está distorsionada y produce una enorme subrepresentación: la de la provincia de Buenos Aires, que con el 40 % de la población envía al congreso el 27 % de los diputados (y el 4 % de los senadores). La contracara es la sobrerrepresentación del interior, donde los partidos tradicionales son más fuertes. Así, algunos partidos provinciales consiguen diputados con pocos votos, mientras los nuevos partidos nacionales sacan más votos pero menos bancas.

			En tercer lugar, la estabilidad política subnacional fortalece a los partidos tradicionales y complica a los emergentes. Desde 1983, las provincias argentinas han tenido diez elecciones para gobernador, una cada cuatro años. Y en promedio, 20 de cada 24 provincias reeligen al oficialismo en cada oportunidad. Las provincias tienen competencia para fijar su calendario electoral. La elección de 2023 mostró que la estrategia de los oficialismos provinciales fue la de desdoblar las elecciones cuando se percibía que pegarlas les sería perjudicial. Esto trajo como consecuencia que el mapa de las provincias replicara la dinámica tradicional (la UCR y el PRO incluso incrementaron sus gobernaciones, mientras las restantes quedaron en manos del peronismo o de partidos provinciales). En cambio, en la elección presidencial Milei arrasó en todo el país con apenas tres excepciones: Santiago del Estero, Formosa y la provincia de Buenos Aires, donde se impuso por solo un punto porcentual.

			En cuarto lugar aparece la boleta partidaria. Su utilización, en vez de la boleta única que se utiliza en la mayoría de los países, torna a cada partido responsable por la impresión, distribución y fiscalización del instrumento de votación. Considerando que existen más de 100.000 mesas de votación en todo el territorio, eso significa que un partido nacional que tenga aspiraciones de gobierno necesita alinear más de 100.000 fiscales el día de las elecciones, además de las personas necesarias para coordinar a los fiscales y movilizar a los electores. Semejante estructura no está al alcance de un recién llegado y genera incentivos para que quienes cuentan con estructuras sólidas las cuiden. El sistema premia los aparatos, y al hacerlo genera incentivos formales e informales que fortalecen a los partidos. He aquí otra clave del proceso electoral 2023: La Libertad Avanza venía alentando denuncias de fraude más mediáticas que institucionales, como había ocurrido en Brasil, Perú y Estados Unidos. Un manto de dudas amenazaba con instalarse sobre la segunda vuelta electoral cuando el PRO anunció que se movilizaría para apoyar la fiscalización. El resultado fue que el proceso electoral funcionó con rapidez y sin generar dudas. También las instituciones se activaron para inhibir sospechas y dar garantías de un proceso electoral que se ha caracterizado por su limpieza, al menos el día de los comicios. Al margen queda la consideración del uso indebido de recursos del Estado para hacer campaña.

			Finalmente están las Primarias Abiertas Simultáneas y Obligatorias (PASO), obligatorias tanto para los partidos como para los ciudadanos. Aunque su objetivo original era permitir la selección de candidatos impidiendo las deserciones partidarias, sus funciones reales son varias más (Malamud y De Luca, 2016). En primer lugar, actúan como filtro: al imponer una barrera del 1,5 % de los votantes para habilitar la participación de un partido en las elecciones generales, la oferta electoral se ha reducido: de quince candidatos presidenciales en la última elección antes de la reforma electoral (2007) a los seis de 2019, el cuarto oscuro se ha desmalezado. En segundo lugar, las PASO actúan como soldador: al ofrecer un mecanismo para distribuir candidaturas, han permitido la creación de coaliciones preelectorales que de otro modo no se habrían formado. En breve, sin las PASO no hubiera existido Cambiemos, la alianza consumada entre el PRO y la UCR en 2015, y Macri nunca habría sido presidente. Sin las PASO es probable que los partidos se hubieran fragmentado como en otros países de la región. Quizás su costo haya sido la erosión de la cohesión programática de los partidos, que de todos modos no era destacable anteriormente.

			Una verdadera partidocracia

			La mayoría de los países latinoamericanos ha ido implementando regulaciones para responder a la crisis de representación, evidenciada en la desconfianza hacia los partidos y los congresos. Algunas de las reformas se han orientado a bajar umbrales y requisitos para la creación de nuevos partidos, a facilitar la participación electoral de movimientos y organizaciones políticas de nuevo cuño e incluso de independientes y candidaturas de libre postulación (Observatorio de Reformas Políticas, 2022). La Argentina es uno de los pocos países, con Uruguay, en que no ha habido reformas de este tipo o se han movido en la dirección opuesta.

			Los partidos en la Argentina cuentan con el monopolio de la postulación de candidaturas, y las reformas electorales más recientes se han orientado a crear incentivos para evitar las rupturas y la proliferación de partidos, como mencionábamos antes con las PASO. A la luz de la evolución de otros países latinoamericanos, la imagen es ambigua: si se hacen reformas apresuradas y guiadas por la antipolítica, el remedio se vuelve peor que la enfermedad: Perú, con reformas institucionales que incluyen mecanismos como la revocatoria de mandato, ha erosionado aún más la representación y creado problemas de gobernabilidad. Si no se hacen reformas, o si estas se perciben como insuficientes, al final viene el estallido. Chile es un claro ejemplo, aunque la evolución posterior sugiere un intento de reconstituir el sistema de partidos.

			En la Argentina, los partidos son percibidos como parte del problema, pero también han aportado soluciones que evitaron el quiebre institucional. Cuarenta años de democracia y sucesivas crisis políticas y económicas superadas así lo demuestran. Repasemos algunas. 

			Entre mayo y junio de 1989 se desató una crisis hiperinflacionaria, la pobreza afectó a más del 40 % con una caída de casi 15 puntos del PIB y aumento rampante del desempleo. Todo esto con el país en default, sin acceso al crédito y con desabastecimiento. El presidente Raúl Alfonsín (Unión Cívica Radical, 1983-1989) decidió entonces anticipar las elecciones de octubre a mayo. En ese escenario empezaron las revueltas, con saqueos y vandalismo en las periferias urbanas. Así se canalizaban necesidades sociales insatisfechas, pero también hubo orquestación por parte de líderes opositores. La salida de la crisis fue canalizada institucionalmente, con adelanto electoral, cambio de gobierno mediante elecciones y anticipo de la entrega de mando incluidos. Carlos Saúl Menem (Partido Justicialista) fue el sucesor.

			El 2001 fue otro cantar. Esta vez las protestas fueron iniciadas por las mismas bases del gobierno de Fernando de la Rúa (Unión Cívica Radical), las clases medias de los centros urbanos que se vieron afectadas por el corralito y el temor al fin de la convertibilidad. A las clases medias se sumaron rápidamente los sectores populares (Malamud, 2018). Las protestas fueron masivas y disruptivas, pero lo que potenció el desborde fue la incapacidad para contenerlas del gobierno de De la Rúa y no la profundidad de la crisis de representación, como evidenciaría la rápida reconstrucción del sistema político. Fueron los gobernadores y el Congreso los que tomaron las riendas ante la renuncia de De La Rúa, y lo hicieron siguiendo lo pautado por la Constitución.

			Las crisis posteriores también se han resuelto por vías institucionales. Tras las muertes de Maximiliano Kosteki y Darío Santillán a manos de la policía bonaerense en 2001, los gobiernos nacionales fueron cuidadosos a la hora de enviar a las fuerzas de seguridad a contener o reprimir a los manifestantes. La crisis del campo, con las protestas frente a las retenciones impuestas por el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner se resolvieron también por la vía institucional, cuando el vicepresidente Julio Cobos como presidente del Senado desempató una situación imposible con su voto no positivo que lo enfrentó al gobierno. Cobos no renunció y dejó de hablarse con la presidenta, pero ambos completaron el periodo. Mauricio Macri también enfrentó movilizaciones y huelgas, pero consiguió ser el primer presidente no peronista ni militar en completar su mandato desde 1928. Incluso Alberto Fernández terminó inadvertidamente su mandato.

			La declinante excepcionalidad argentina

			A diferencia de Chile, Colombia o Perú, la Argentina lucía condenada a gobernarse con los partidos que tenía. Los partidos nuevos amenazaban pero no cumplían, cementerio de terceras fuerzas. En 2015, el PRO hizo irrupción sorpresiva pero incompleta, debiendo aliarse a la histórica UCR para conquistar el poder. En 2023, LLA no necesito alianzas para llegar a la presidencia, pero carece de gobernadores y se encuentra en situación hiperminoritaria en el Congreso. Ello sugiere, más que un cambio completo de estructuras, una reconfiguración de las articulaciones entre lo nuevo y lo viejo.

			La Argentina es previsible mientras no se rompa, pero a veces se estira tanto que parece romperse. El pesimismo y la desesperanza pueden manifestarse electoralmente de dos maneras: mediante la abstención, si predomina la desesperanza, y mediante el voto antisistema si el pesimismo se transforma en enojo. Otro cantar es cuán antisistema se puede ser desde el gobierno.

			La abstención viene creciendo en la Argentina desde hace años, pero no es significativa: si bien votaba más del 80 % del electorado en la década de 1980, hoy todavía vota alrededor del 70 %, mucho más que en Suiza o Estados Unidos.(1) El voto antiestablishment, en cambio, es más novedoso. La figura de Javier Milei hace sonar alarmas por su parecido con los fenómenos Trump y Bolsonaro, y por la reminiscencia del estallido social de 2001. Este, sin embargo, careció de un representante concreto: el clamor popular era que se vayan todos. La línea de conflicto era horizontal, separando al pueblo de las élites. Más tarde la grieta, o polarización afectiva, neutralizó ese clamor porque cada bando quería que se fuera el otro, no todos: la línea de conflicto se tornó vertical. Pero la sucesión de fracasos económicos y el agotamiento de los liderazgos carismáticos fue dando lugar a un nuevo realineamiento, otra vez horizontal, en el que el pueblo violentado es cortejado por un outsider, alguien sin responsabilidad en el fracaso y que aparece tan enojado como la gente común, pero proactivo. El temor, esta vez, lo sufre la casta, palabra utilizada por outsiders como Milei o el español Pablo Iglesias para describir al establishment político. Lo curioso es que el eslogan fue mutando entre la primera y la segunda vuelta, pasando del novedoso anticasta (novedoso en el escenario argentino) al tradicional antikirchnerismo/antiperonismo, a su vez abandonado después del balotaje.

			Si el problema argentino no es la política sino la economía: ¿por qué la política no pudo resolver la crisis económica? La respuesta clásica, la del empate, es que ninguno de los sectores logró imponer su proyecto, pero sí bloquear el ajeno. La nuestra, tentativa, es que las élites políticas no han esbozado un proyecto viable económica y socialmente, o no han tenido la capacidad para impulsar los pactos que lo vuelvan sostenible. Milei parece compartir el diagnóstico sustantivo (falta de proyecto viable) y despreciar el procedimental (falta de pactos). ¿Se repetirá la historia?
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					1. No puede obviarse que en estos dos países el voto es voluntario y en la Argentina obligatorio, pero no son las leves y a veces nulas penalizaciones las que explican la participación.
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